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CERTIORARI 
procedente del 
Tribunal de Primera 
Instancia, Sala 
Superior de Bayamón    
 
Caso Núm.:   
GB2019CV00578 
(402) 
 
 
Sobre: 
 
DAÑOS Y 
PERJUICIOS 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la Juez 
Brignoni Mártir y la Juez Grana Martínez. 
 
Brignoni Mártir, Juez Ponente 
 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 21 de enero de 2020. 

Comparece ante nos, la codemandada QBE Seguros (en adelante 

QBE, parte codemandada o la peticionaria) mediante un auto de certiorari. 

En éste, nos solicita que revoquemos la Resolución emitida el 6 de agosto 

de 2019, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón (en 

adelante TPI). En dicho dictamen, el TPI declaró No ha Lugar su solicitud 

de desestimación y le concedió un término de veinte (20) días para 

presentar su contestación a la demanda de epígrafe.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, denegamos 

la expedición del auto.  

I. 
   

Este caso tiene su génesis en una primera demanda (caso D 

DP2017-0184) presentada el 21 de marzo de 2017, por Beatriz Flores 

Pabón (en adelante señora Flores Pabón o parte recurrida), quien reclamó 

los daños y perjuicios sufridos a raíz de un accidente de tránsito acaecido 

el 9 de julio de 2016. En dicha demanda, incluyó como demandados al 

señor Antonio Diaz Rivera, su esposa Fulana de Tal, la Sociedad de 

Gananciales compuesta por ambos, QBE Seguros y otros demandados de 
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nombre desconocido. Luego de una serie de incidentes procesales, el 7 de 

junio de 2018, la demandante presentó una Solicitud de Desistimiento Sin 

Perjuicio. La misma fue acogida por el TPI, el cual emitió una Sentencia el 

12 de junio de 2018, notificada el 14 de junio de 2018, que reza de la 

siguiente manera:  

El 11 de junio de 2018, la parte demandante de 
epígrafe presentó Solicitud de Desistimiento sin 
Perjuicio. En la misma, solicitó el desistimiento sin 
perjuicio de la presente reclamación. 

En virtud de lo Cual, este Tribunal tiene a la 
parte demandante por desistida, con perjuicio, de la 
presente reclamación conforme a la Regla de 
Procedimiento Civil vigente, sin especial imposición de 
costas ni honorarios de abogado.  

Regístrese y Notifíquese.  
 
El 15 de mayo de 2019, la parte demandante presentó ante el TPI 

una segunda demanda por los mismos hechos y contra los mismos 

demandados. En ésta, además de reproducir las mismas alegaciones de la 

primera demanda, alegó que la Sentencia dictada en aquella ocasión 

desestimó y ordenó el archivo del caso sin perjuicio. Oportunamente, la 

parte codemandada QBE Seguros, presentó una Solicitud de 

Desestimación, bajo el fundamento de que en este nuevo caso aplica la 

doctrina de cosa juzgada debido a que, en la primera demanda incoada, el 

TPI emitió una Sentencia desestimando la misma con perjuicio. En síntesis, 

sostuvo que, a pesar de que la petición de la parte demandante era que el 

caso se diera por desistido sin perjuicio, el TPI ejerciendo la sana discreción 

que le confiere la Regla 39.1 (b) de Procedimiento Civil, decretó que el 

desistimiento en el caso anterior fuera con perjuicio.  

La parte demandante presentó su Oposición a Moción Solicitando 

Desestimación. Evaluadas las posiciones de las partes, el 7 de agosto de 

2019, el TPI emitió la Resolución recurrida la cual expresa lo siguiente:  

Atendida solicitud de desestimación presentada por la 
parte co-demandada, QBE Puerto Rico, así como la 
oposición presentada por la parte demandante el 14 
de julio de 2019 y la réplica presentada por la co-
demandada el 25 de julio de 2019, este Tribunal 
declara No Ha Lugar solicitud de desestimación. La 
solicitud de origen de desistimiento presentada por la 
parte demandante rezaba sin perjuicio. Tenga veinte 
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(20) días la parte co-demandada para presentar su 
contestación a la demanda. 

 
De manera oportuna, QBE presentó Solicitud de Reconsideración. 

En síntesis, reiteró el argumento de que la primera sentencia decretando el 

desistimiento con perjuicio, fue emitida bajo la discreción que proveen las 

disposiciones del inciso (b) de la Regla 39.1 de Procedimiento Civil. En 

vista de que dicha sentencia no fue oportunamente reconsiderada 

mediante los remedios que proveen las Reglas 47, 49 y 52 de 

Procedimiento Civil, la misma advino final, firme e inapelable. Examinada 

la réplica presentada por la parte demandante, el 27 de septiembre de 

2019, el TPI emitió Resolución declarando No Ha Lugar la solicitud de 

reconsideración. 

Insatisfecho, QBE presentó el recurso de Certiorari que nos ocupa, 

imputándole al TPI la comisión del siguiente error:   

Erró el Tribunal de primera Instancia al permitir una 
enmienda a la sentencia que ya constituía cosa 
juzgada.  

 
El 22 de noviembre de 2019, la demandante presentó su Alegato en 

Oposición a Petición de Certiorari. Con el beneficio de la comparecencia 

de ambas partes y el examen de los autos originales del caso D DP2017-

0184, procedemos a resolver a tenor del Derecho aplicable.   

II. 
A. 

 
El auto de certiorari es el vehículo procesal utilizado para que un 

tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error cometido por un tribunal 

inferior. IG Builders et al v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337 (2012); García v. 

Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). La Regla 52.1 de Procedimiento Civil de 

Puerto Rico de 2009, delimita los asuntos en los que este Tribunal 

intermedio puede revisar resoluciones y órdenes interlocutorias mediante 

el recurso de certiorari. La precitada regla dispone que:        

[e]l recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 



 
 

 
KLCE201901446 
 

 

4 

obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 
revisar órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas 
por el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra 
de decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 
hechos o peritos esenciales, asuntos relativos a 
privilegios evidenciarios, anotaciones de rebeldía o en 
casos de relaciones de familia, en casos que revistan 
interés público o en cualquier otra situación en la cual 
esperar a la apelación constituiría un fracaso 
irremediable de la justicia. Al denegar la expedición de 
un recurso de certiorari, en estos casos, el Tribunal de 
Apelaciones no tiene que fundamentar su decisión. 32 
LPRA Ap. V R. 52.1.    

          
En cuanto a la discreción judicial que da base a la expedición del 

auto de certiorari, el Tribunal Supremo ha expresado que la misma “no se 

da en un vacío ni en ausencia de otros parámetros.” IG Builders et als. v. 

BBVAPR, supra, pág. 338; Rivera Figueroa v. Joe΄s European Shop, 183 

DPR 589, 596 (2011). Por ello, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, infra, enumera los criterios a considerar, de manera que este 

Tribunal ejerza sabia y prudentemente su decisión de atender o no las 

controversias planteadas. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 

83, 96-97 (2008).  A esos efectos, la referida regla dispone lo 

siguiente:            

A.  Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.         
    
B.  Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.         
   
C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.     
     
D.  Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más 
elaborados.     
    
E.  Si la etapa del procedimiento en que se encuentra 
el caso es la más propicia para su consideración.      
    
F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final del 
litigio.    
    
G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.  4 LPRA Ap. XXII-
B, R. 40.      
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En este ejercicio, el Tribunal Supremo, ha expresado que un tribunal 

apelativo sólo intervendrá con las determinaciones interlocutorias 

discrecionales procesales del tribunal sentenciador cuando este último 

haya incurrido en arbitrariedad o en un craso abuso de discreción. García 

v. Asociación, 165 DPR 311, 322 (2005); véase también, Lluch v. España 

Service, 117 DPR 729, 745 (1986).      

B. 
 

El desistimiento, codificado en la Regla 39.1 de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, encarna el principio básico que reconoce que la parte 

demandante tiene derecho a disponer de su acción. La referida regla 

establece lo siguiente:   

       Regla 39.1. Desistimiento 
(a) Por la parte demandante; por estipulación. Sujeto a 
las disposiciones de la Regla 20.5, una parte 
demandante podrá desistir de un pleito sin una orden 
del tribunal:   

(1) mediante la presentación de un aviso de 
desistimiento en cualquier fecha antes de la 
notificación por la parte adversa de la 
contestación o de una moción de sentencia 
sumaria, cualesquiera de éstas que se notifique 
primero, o   
(2) mediante la presentación de una 
estipulación de desistimiento firmada por todas 
las partes que hayan comparecido en el pleito.   

     A menos que el aviso de desistimiento o la 
estipulación exponga lo contrario, el desistimiento será 
sin perjuicio, excepto que el aviso de desistimiento 
tendrá el efecto de una adjudicación sobre los méritos 
cuando lo presente una demandante que haya 
desistido anteriormente en el Tribunal General de 
Justicia, o en algún tribunal federal o de cualquier 
estado de Estados Unidos de América, de otro pleito 
basado en o que incluya la misma reclamación.   
 
(b) Por orden del tribunal. A excepción de lo dispuesto 
en el inciso (a) de esta regla, no se permitirá a la 
demandante desistir de ningún pleito, excepto 
mediante una orden del tribunal y bajo los términos y 
las condiciones que éste estime procedentes. A menos 
que la orden especifique lo contrario, un desistimiento 
bajo este párrafo será sin perjuicio.    

  
El Tribunal Supremo ha establecido que la Regla 39.1 de 

Procedimiento Civil, supra, contiene dos esquemas distintos, pues mientras 

el inciso (a) contempla situaciones en las que la parte demandante podrá 

desistir “sin mediar orden del tribunal”, el inciso (b) de dicha regla regula 
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los desistimientos que han de ser “por orden judicial”. Agosto v. Mun. de 

Río Grande, 143 DPR 174, 180 (1997).  

En particular, el inciso (a) de la Regla 39.1 de Procedimiento Civil, 

supra, también contempla dos circunstancias distintas. Al amparo del sub 

inciso (1) una parte demandante podrá “desistir sin perjuicio, sin orden del 

tribunal, simplemente mediante la presentación de un aviso de 

desistimiento” antes de que la parte contraria notifique su contestación o 

una moción de sentencia sumaria. (Énfasis en el original.) Tenorio v. 

Hospital Dr. Pila, 159 DPR 777, 783 (2003). Este mecanismo le concede a 

la parte demandante el derecho de remover su caso de la corte si ninguna 

otra parte se perjudica. De la Matta v. Carreras, 92 DPR 85, 93 (1965). De 

otra parte, el sub inciso (2) permite que el desistimiento sea por estipulación 

firmada por todos los que hayan comparecido al pelito. En síntesis, en 

cualquiera de estas circunstancias “el derecho del demandante a renunciar 

a su reclamo es absoluto y nada le impide que pueda demandar 

nuevamente”. Pramco CV6, LLC v. Delgado Cruz y Otros, 184 DPR 453, 

459 (2012).  Al respecto, el tratadista Cuevas Segarra comenta que, en 

ambos escenarios bajo el inciso (a) de la Regla 39.1 de Procedimiento Civil, 

supra, el desistimiento será sin perjuicio lo que “significa que aquel que 

solicita el desistimiento de su acción, conserva el derecho a entablar una 

nueva acción”. J. A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 

2da ed., San Juan, Pubs. J.T.S., 2011, T. III pág. 1143.  

Ahora bien, en casos en que la parte adversa ha contestado la 

demanda, ha presentado una moción de sentencia sumaria o no se ha 

logrado obtener una estipulación de desistimiento, se rigen por lo dispuesto 

en el inciso (b) de la Regla 39.1 de Procedimiento Civil, supra. Pramco CV6, 

LLC v. Delgado Cruz y Otros, supra. Este inciso “contiene una norma de 

excepción” que sólo regirá si no están presentes las situaciones descritas 

en el inciso (a) de esta regla. Agosto Ortiz v. Mun. de Río Grande, supra. 

La concesión de un desistimiento bajo la Regla 39.1(b) de Procedimiento 

Civil, supra, no es un derecho absoluto del demandante, sino que ello 



 
 

 
KLCE201901446    

 

7 

estará sujeto a la discreción judicial. De la Matta v. Carreras, supra, págs. 

94-95. En este escenario, el tribunal tendrá discreción para ponerle fin al 

pleito, y al hacerlo, imponer las condiciones que considere pertinentes para 

ello. Pramco CV6, LLC v. Delgado Cruz y Otros, supra, pág. 461. Entre las 

condiciones que podrá imponer está que el desistimiento sea con perjuicio, 

lo que haría imposible que la parte demandante inste su reclamo 

nuevamente, así como podrá condicionar el desistimiento “al pago de 

gastos y honorarios de abogado”. Íd.  

Salvo que la orden en la que se acepte el desistimiento disponga lo 

contrario, “un desistimiento según el inciso (b) será sin perjuicio”. Íd.; De la 

Matta v. Carreras, supra. De ordinario, debe concederse el desistimiento 

sin perjuicio “a menos que se demuestren daños”. Cuevas Segarra, op.cit., 

pág. 1147. Si bien le corresponderá al tribunal balancear los intereses, el 

daño deberá “ser algo más que la exposición a otra acción por los mismos 

hechos para que se imponga la penalidad de que el desistimiento sea con 

perjuicio”. Íd. La parte demandada deberá demostrar que perderá algún 

derecho sustancial a causa del desistimiento. Íd.   

III. 
 

En su recurso ante nos, QBE nos pide que expidamos el auto de 

certiorari y revoquemos la Resolución emitida por el TPI en la cual declaró 

No ha Lugar su solicitud de desestimación y le concedió un término de 20 

días para presentar su contestación a la demanda al entender que la 

solicitud de desistimiento presentado por la parte demandante en el primer 

caso rezaba que el mismo fuera sin perjuicio. 

 Para analizar de manera ponderada la necesidad de intervenir con 

el dictamen recurrido a la luz de los criterios de la Regla 40 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, supra, este tribunal tuvo a bien examinar los 

autos originales del primer caso presentado por la demandante, el D 

DP2017-0184. Surge de dichos autos que, con fecha de 7 de junio de 2018, 

la parte demandante solicitó el desistimiento sin perjuicio de la causa de 

acción contra los demandados. Así las cosas, con fecha de 12 de junio de 
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2018, el Hon. Fernando L. Rodríguez Flores suscribió con su puño y letra, 

al dorso de dicha solicitud la siguiente orden: “HL. Sentencia desistimiento 

sin perjuicio”.  De manera similar, notamos que en el formulario de 

Notificación de la referida Sentencia se hizo referencia a ésta en los 

siguientes términos: 

El (la) secretario(a) que suscribe certifica y notifica a 
usted que con relación al (a la): Caso de epígrafe 
moción 1. Solicitud de desistimiento sin perjuicio 2. 
Solicitud de desestimación, este Tribunal emitió una 
Orden el 12 de junio de 2018.  
Se transcribe la determinación a continuación: 
 

1. Ha lugar sentencia desistimiento sin perjuicio. 

2. Caso con sentencia.  

Por tanto, evaluado el auto de certiorari, decidimos denegar su 

expedición. Los argumentos del peticionario no nos mueven a ejercer 

nuestra función discrecional e intervenir con el dictamen recurrido, ya que 

no encuentran base en los criterios enumerados de la Regla 40 de nuestro 

Reglamento, supra. Dichos argumentos tampoco nos persuaden a 

determinar que en el dictamen recurrido decretando la continuación de los 

procedimientos, el TPI haya actuado caprichosa o arbitrariamente. En vista 

de ello, nos abstenemos de intervenir con la Resolución recurrida. 

IV. 
 

Por los fundamentos antes expuestos, se deniega la expedición del 

auto de certiorari.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


